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por comparecencia ante el Juzgado de Carballino con
fecha de 21 de mayo. es decir. la misma en que se
presentó el escrito de la reclamación previa. Resulta por
tanto evidente. como ponen de manifiesto tanto las
recurrentes como el Ministerio Fiscal. que nunca hubo
una falta de representación. sino una omisión en su acre­
ditación. lo que abunda en la desproporción en que
incurre la decisión judicial. desde la perspectiva cons­
titucional. al negar toda eficacia suspensiva del plazo
de caducidad para reclamar por despido al escrito pre­
sentado en aquella fecha. asimilándole a los supuestos
en que la reclamación previa se presenta de forma ina­
decuada o resulta improcedente. circunstancias que no
concurren en este caso.

6. Finalmente. tampoco se observa que las recurren­
tes hayan incurrido en una conducta maliciosa que. en
otras ocasiones ha llevado a este Tribunal a modular
la doctrina anteriormente recordada de la subsanabilidad
de los defectos procesales (SSTC 95/1983. 132/1987.
46/1989. 65/1993). Frente a lo sostenido por la Sen­
tencia impugnada no cabe presumir. en este supuesto.
que aquéllas o su Letrada persiguieran con su actuación
una ampliación del plazo para reclamar por despido.
teniendo presente que la reclamación previa no se pre­
sentó siquiera el último dla de aquél.

Como fácilmente se desprende de la lectura del escri­
to de 21 de mayo. cuyo contenido se ha recordado en
el fundamento jurídico tercero. ya en él se aportaron
los datos personales y profesionales de las reclamantes.
los hechos que motivaban su presentación. la funda­
mentación jurídica que avalaba la petición y la expresión
de su finalidad. de donde se desprende con toda claridad
que no se trataba de un escrito de mero trámite. que
posteriormente hubiera que formalizar o completar con
el pretexto de acreditar la representación de la Letrada.
Tal conclusión se refuerza a la vista del escrito de 4
de junio. con el que únicamente se aportan los poderes
correspondientes. otorgados el 21 de mayo apud acta
ante el Juzgado de Primera Instancia. sin que se incluya
en su contenido ningún otro dato o extremo relevante
para resolver sobre lo solicitado en la reclamación previa.
Es más. este segundo escrito confirma que la represen­
tación estaba ya conferida cuando se presentó el pri­
mero. lo que diflcilmente permite concluir que las
recurrentes quisieran servirse de la subsanación a la que
procedió la Letrada como forma de ampliar plazo nin­
guno.

7. Los anteriores razonamientos conducen a enten­
der que la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia
ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectÍl(a de
las recurrentes. al impedir un prom,mciamiento sobre la
pretensión tras estimar caducada la acción por despido
según una interpretación desfavorable para la efectividad
de aquel derecho y contraria a la doctrina constitucional
sobre la subsanabilidad de los defectos procesales. Aho­
ra bien. a efectos de justificar el alcance del fallo. debe
precisarse que la lesión no resulta reprochable al Auto
del Tribunal Supremo que inadmitió el recurso de casa­
ción para la unificación de doctrina interpuesto contra
la Sentencia impugnada y que ha servido. en este caso.
sólo para agotar la vía judicial previa al amparo. Por
otra parte y como precisa el Ministerio Fiscal. no cabe
declarar la nulidad de la totalidad de la Sentencia impug­
nada y la firmeza de la de instancia. ya que el reproche
constitucional se limita a la declaración de caducidad
de la acción. lo que obliga a este Tribunal. en conse­
cuencia. a devolver las actuaciones al Tribunal Superior
para que éste dicte una nueva Sentencia que no incluya
aquélla.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNsmuclóN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por doña
María del Carmen González Rodríguez. doña Dolores del
Pilar Pérez Martínez

1
doña Dosinda Vázquez Garcla. doña

María del Rosario Alvarez Antonio y doña Purificación
Carral Gil y. en consecuencia:

1.0 Reconocer su derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva y a obtener una respuesta sobre el fondo
de la pretensión.

2.0 Anular la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Galicia. de 16 de sep­
tiembre de 1992. que se limitó a pronunciar la caducidad
de la acción.

3.° Restablecer a las recurrentes en su derecho. y
para ello reponer las actuaciones al momento procesal
oportuno a fin de que el Tribunal Superior de Justicia
se pronuncie sobre la cuestión planteada.

Publlquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dos de junio de mil novecientos
noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
c1a-Mon y González-Regueral.-'Rafael de MElndizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-earles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

14839 Sala Segunda. Sentencia 105/1997. de 2 de
junio de 1997. Recurso de amparo
1.216/1994. Contra Auto del Juzgado de lo
Social núm. 1 de Madrid que acordó el apla­
zamiento de la ejecución de la Sentencia recaí­
da hasta la sustanciación del recurso de supli­
cación interpuesto por los demandantes.
Supuesta vulneración de los derechos a la
tutela judicial efectiva y a la libertad sindical:
ejecución provisional de Sentencia laboral.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

ENNOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.216/94. promovido
por doña Maria Concepción Arroyo González. doña María
José Cabo Patiño. doña Sara Valera Amate. don Felipe
Manuel Carrasco Gala. doña Maria Nieves Cenzual
Muñoz. don José Antonio Cortés Amunarriz. doña Isabel
Díaz Ortega. doña Teresa Díez Matías. doña Oiga de
Julián Vidal. doña Ascensión de las Heras Ladera. don
Santiago Garde GÓmez. doña María Pilar Garra Abadía.
don Alberto Merayo Calleja. don Antonio MontalboSoria­
no. doña Silvia Navarro Cendón. doña María Soledad
Perales Hernández. doña Paz Posadas Moreno. doña
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Begoña Gómez Delgado. doña María Teresa' Salguero
Parias. doña María del Mar López Martínez. doña María
Jesús Ovejero García. doña Ascensión Díaz Sánchez
Blanca. don Francisco Calderón Rosa y don Aníbal Gas­
tón Troiano. representados por la Procuradora de los
Tribunales doña María José Millán Valero y asistidos del
Letrado don Luis Suárez Machota. contra el Auto del
Juzgado de lo Social núm. 1 de Madrid de 14 de marzo
de 1993. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y el Con­
sorcio para el Realojamiento de la Población Marginada
de Madrid. representado por el Procurador de los Tri­
bunales don Laurentino Mateos García. Ha sido Ponente
el Magistrado don Tomás Vives Antón. quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal el
13 de abril de 1994. la Procuradora de los Tribunales
doña María José Millán Valero interpuso. en nombre
y representación de doña María Concepción Arroyo Gon­
zález y doña María José Cabo Patiño. doña Sara Valera
·Amate. don Felipe Manuel Carrasco Gala. doña María
Nieves Cenzual Muñoz. don José Antonio Cortés Amu­
narriz. doña Isabel Díaz Ortega. doña Teresa Díez Matías.
doña Oiga de Julián Vidal. doña Ascensión de las Heras
Ladera. don Santiago Garde Gómez, doña Maria Pilar
Garro Abadía, don Alberto Merayo Calleja, don Antonio
Montalbo Soriano. doña Silvia Navarro Cendón. doña
María Soledad Perales Hernández, doña Paz Posadas
Moreno. doña Begoña Gómez Delgado. doña María Tere­
sa Salguero Parias. doña María del Mar López Martínez.
doña María Jesús Ovejero García. doña Ascensión Díaz
Sánchez Blanca, don Francisco Calderón Rosa y don Ani­
bal Gastón Troiano. recurso de amparo contra el Auto
del Juzgado de lo Social núm. 1 de Madrid. de 14 de
marzo de 1994. por entender que vulnera los derechos
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) y de libertad
sindical (art. 28.1 C.E.).

2. El recurso de amparo a que se hace referencia
en el encabezamiento tiene su origen en los siguientes
hechos:

a) Los recurrentes en amparo interpusieron en su día
demanda contr¡¡ el Consorcio para el Realojamiento de
la Población Marginada de Madrid y contra el Comité de
Empresa de aquél a través de la modalidad procesal
de tutela de derechos fundamentales (arts. 175 y siguien­
tes de la Ley de Procedimiento Laboral (en adelante.
L.P.L.). por considerar que la lista de trabajadores afec­
tados por el expediente de regulación de empleo pactado
por los demandados vulneraba su derecho de libertad
sindical.

La Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1 de
Madrid, de 25 de octubre de 1993. estimó la demanda.
Dicha resolución judicial manifestaba que en la confec­
ción de la lista de los trabajadores afectados por el expe­
diente de regulación de empleo, y sin causa aparen­
temente razonable, se había incluido a trabajadores sin
afiliación sindical o bien afiliados a la Unión General de
Trabajadores. no afectando sin embargo más que a un
trabajador (en situación de incapacidad laboral) afiliado
a Comisiones Obreras. Para el órgano judicial debia aco­
gerse en este extremo la presunción de trato discrimi­
natorio fundado en la afiliación o no a determinado sin­
dicato, de modo que, no habiéndose acreditado ni por
la empresa ni por el Comité otras razones a las que
hubiera atendido la confección de la lista. cabía concluir
que la selección realizada vulneraba el derecho de liber­
tad sindical.

La Sentencia del Juzgado de lo Social declaraba la
existencia de dicha lesión y con ella la nulidad de la

conducta de los demandados. condenando a reponer
a los actores en la situación anterior a la firma del Acuer­
do de regulación. así como a una nueva designación
de trabajadores afectados según motivos racionales y
no como consecuencia de su militancia en ninguna cen­
tral sindical. En aplicación de la norma procesal corres­
pondiente. condenó también al abono de distintas indem­
nizaciones a los trabajadores afectados (art. 180.1
L.P.L.).

b) Recurrida esta Sentencia en suplicación por las
partes condenadas. el Consorcio empleador presentó
escrito en el Juzgado de lo Social el 8 de noviembre
de 1993. En dicho escrito solicitaba un aplazamiento
de la ejecución provisional de la Sentencia que reconoce
el arto 301 L.P.L.. acogiéndose al inciso de este precepto
que puntualiza que dicha ejecución se hará «según la
naturaleza de la pretensión reconocida». En él manifes­
taba que la inmediata ejecución podría producir perjui­
cios desproporcionados de imposible o difícil reparación,
debido a varios motivos. Así. que la negociación de una
nueva lista produciría alteraciones laborales sumamente
importantes en la plantilla. con O sin acuerdo del Comité:
que los actores habrían de devolver las indemnizaciones
recibidas por extinción de contrato, teniendo en cuenta
que se encontraban ya percibiendo la prestación por
desempleo; que la situación se vería agravada si no se
lograba acuerdo 'en la confección de una nueva lista
respecto de' un expediente cuya causa legal no había
sido cuestionada. Alegaba asimismo la empresa las difi­
cultades que se derivarían del incremento temporal de
la plantilla tras la readmisión de los trabajadores en orden
al pago de salarios. habida cuenta que el presupuesto
anual asignado por la Administración se había reducido
tras la homologación del expediente. así como que se
había tenido que hacer frente al pago de las indem­
nizaciones por extinción de contrato. Finalmente. seña­
laba que cabía esperar una pronta resolución del recurso
de suplicación. cuya tramitación es urgente en estos
supuestos. En atención a todo ello. solicitaba aplazar
la ejecución de la Sentencia a la vista de las conse­
cuencias que podría tener tanto en las relaciones labo­
rales subsistentes como en el futuro del Consorcio.

c) Unos días más tarde. el 18 de noviembre. los
trabajadores cuya demanda había estimado la Sentencia.
solicitaron su ejecución provisional al amparo del
arto 301 L.P.L., a tenor del cual «Las Sentencias que
recaigan en los procesos de conflictos colectivos. en
los de impugnación de los convenios colectivos y en
los de tutela de los derechos de libertad sindical y demás
derechos fundamentales. serán ejecutivas desde que se
dicten. según la naturaleza de la pretensión reconocida.
no obstante el recurso que contra ellas pudiera inter­
ponerse». Solicitaban por tanto la reposición de los tra­
bajadores a la situación anterior a la firma del acuerdo
y el pago de la indemnización fijada en la Sentencia.

d) El 22 de noviembre de 1993 recayó Auto del
Juzgado de lo Social acordando el aplazamiento de la
ejecución de la Sentencia hasta la resolución del recurso
de suplicación, con base en los siguientes argumentos:

«Primero.-Si bien el arto 301 de la Ley de Proce­
dimiento Laboral establece que las Sentencias que recai­
gan en procesos de tutela de derechos de libertad sin­
dical serán ejecutivas. desde que se soliciten. Sin embar­
go esta regla no puede considerarse total y absoluta.
puesto que dicho artículo abre un resquicio ya que añade:
"según la naturaleza de la pretensión reconocida". En
esta cuestión efectivamente. tal como se alega ,en el
escrito de la parte demandada, existen circunstancias
excepcionales como el incremento de la actual plantilla
de 69 trabajadores en 32 más. la confección de una
nueva lista. la dificultad o imposibilidad del Consorcio
para hacer frente al pago de los salarios de los traba-



BOE núm. 159. Suplemento Viernes 4 julio 1997 9

jadores que restan, debido a la reducción del presupues­
to anual, que se elabora con la representación de las
tres Administraciones públicas. Asimismo, deben tenerse
en cuenta que los actores ya han percibido las indem­
nizaciones fijadas en el Expediente de Regulación de
Empleo, que tendrían que devolver. Asimismo ya se
encuentran percibiendo prestación por desempleo.

Segundo.-Por tanto teniendo en cuenta todas estas
circunstancias, así como que el asunto está pendiente
de resolución por el Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, la cual tiene carácter urgente (art. 176.1 de
la L.P.L.), procede suspender la ejecución hasta la pronta
resolución de este pleito, teniéndose e~ cuenta además
que constituyendo una de las excepciones formuladas
en el juicio oral. la de inadecuación de procedimiento,
es importante que se resuelva esta cuestión prev;;:¡mente
por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid."

e) Contra este Auto interpusieron los actores recur­
so de reposición, en el que alegaban distintas infrac­
ciones. En primer término, la del art. 24.1 C.E. por vul­
neración del derecho de defensa, al haberse dictado el
Auto que deja sin efecto la ejecución provisional aco­
giendo los argumentos del Centro empleador sin que
se les hubiese dado traslado del escrito que remitió aquél
al Juzgado. Alegaban, en segundo lugar, infracción del
arto 301 L.P.L. por entender que cuando este precepto
modaliza la ejecución provisional-que posibilita, en todo
caso, en los procedimientos de tutela de derechos fun­
damentales-, «según la naturaleza de la pretensión reco­
nocida.., no establece un requisito para reconocer o no
aquel derecho a la ejecución provisional. sin'o que lo
condiciona según que la pretensión haya sido declarativa
o de condena puesto que las primeras no son en sí
mismas ejecutables. En consecuencia, el arto 301 L.P.L.
establece un principio absoluto de ejecutividad de la Sen­
tencia recurrida, así como que la ejecución se efectuará
con arreglo a la naturaleza de la acción y, en conse­
cuencia, de la Sentencia. La tercera alegación se refería
a la infracción del arto 53.2 C.E. en relación al 28 y
al 55, recordando la razón de ser de la ejecución pro­
visional en este tipo de procedimientos y cómo el dere­
cho fundamental cuya vulneración se ha reconocido no
puede permanecer suspendido. Finalmente. que la argu­
mentación del empleador era de orden económico y no
podía amparar la suspensión de los derechos fundamen­
tales, planteando la conveniencia de adelantar el pago
de unos salarios que deberían ser de todas formas abo­
nados sí la.Sentencia se confirmase en suplicacíón, así

.como la necesidad de ello para el caso de que también
esta segunda volviese a ser recurrida en su día.

El Auto del Juzgado de lo Social de 14 de marzo
de 1994 desestimó el recurso de reposición y confirmó
íntegramente la decisión recurrida.

3. Contra esta última resolución judicial interponen
los actores recurso de amparo por considerar que vulnera
sus derechos a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.)
y de libertad sindical (art. 28.1 C.E.) en atención a las
siguientes consideraciones:

Estiman los recurrentes que se ha producido una
lesión del derecho a la tutela judicial efectiva -sin per­
juicio de que se impugne una decisión judicial que ini­
cialmente había sido emitida sin oír a una de las partes.
con evidente detrimento de sus intereses-o por cuanto
la ejecutividad inmediata que el arto 301 L.P.L. reconoce
a las sentencias recaídas en los procedimientos laborales
de tutela de derechos fundamentales constituye una
garantía en desarrollo del arto 53.2 C.E., a tenor del cual
la protección procesal de las lesiones de aquellos dere­
chos se realizará a través de un procedimiento basado
en los principios de preferencia y sumariedad. Es en

relación a esta protección 'que la norma procesal laboral
dispone la ejecutividad inmediata de la sentencia que
estima lesionado el derecho. con independencia de que
se recurra contra ella. asimilándose así al recurso con
un solo efecto que la Ley 62/1978, de Protección Juris­
diccional de los Derechos Fundamentales de la Persona,
dispone en el orden contencioso. La excepción que esta
ejecutividad inmediata supone a la regla general tiene
su razón de ser en la protección del derecho fundamental
vulnerado, cuyo ejercicio no puede ser suspendido por
la interposición de los recursos correspondientes.

En segundo lugar. consideran los recurrentes cue el
Auto impugnado carece de motivación suficiente. d no
fundamentar el aplazamiento de la ejecución y remitirse
sin más al Auto anterior cuya reposición resuelve.

Alegan, finalmente, vulneración del derecho de liber­
tad sindical (art. 28.1 C.E.) por cuanto el Auto recurrido
tiene como consecuencia la suspensión durante la tra­
mitación del recurso de suplicación del ejercicio del dere­
cho de libertad sindical en su vertiente negativa de no
sufrir represalia en su empleo por no pertenecer a un
sindicato o no ser favorable a sus acuerdos.

4. Por providencia de 26 de septiembre de 1994,
la Sección acordó admitir a trámite de la demanda de
amparo, con excepción de don Aníbal Gastón Troiano
y de don Carlos Luis Villacampa Orus, por no haber sido
parte en el proceso antecedente ni haber acreditado
tener interés legítimo para interponer recurso de amparo.
Acordó también requerir del Juzgado correspondiente
la remisión de las actuaciones y el emplazamiento para
la comparecencia en el plazo de diez días de quienes
hubieran sido parte en el procedimiento excepto la parte
recurrente en amparo.

También por providencia de 26 de septiembre de
1994. la Sección acordó formar pieza separada para
la tramitación del incidente sobre suspensión según dis­
pone el arto 56 LOTC, concediendo un plazo común de
tres días a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para
alegar lo que estimasen conveniente sobre dicha sus­
pensión.

5. Tras las correspondientes alegaciones de la parte
recurrente y del Ministerio Fiscal, recayó Auto de la Sala
Segunda, de 7 de noviembre de 1994, denegando la
suspensión del Auto recurrido solicitada a este Tribunal.
Las razones jurídicas de esta decisión se fundaron en
que los recurrentes no estaban solicitando realmente
la suspensión de la eficacia de la resolución impugnada,
sino que el Tribunal Constitucional le reconociese así
una ejecución provisional de la Sentencia de instancia
que el órgano judicial nunca otorgó. lo cual excede el
marco de la suspensión prevista en el arto 56 LOTC.

6. Por providencia de 3 de abril de 1995 se acordó
tener por personado al Procurador don Laurentino
Mateos García, en nombre y representación del Con­
sorcio para el Realojo de la Población Marginada de
Madrid. Y, a tenor de lo dispuesto en el arto 52 LOTC,
dar vista de las actuaciones recibidas por un plazo común
de veinte días al Ministerio Fiscal y a las partes per­
sonadas para presentar las alegaciones que estimasen
convenientes.

Los recurrentes solicitaron se dieran por reproducidas
todas las alegaciones contenidas en el escrito de inter­
posición del recurso <le amparo.

El Consorcio empleador solicitó en su escrito la deses­
timación del amparo alegando que los recurrentes no
habían especificado en qué consiste la vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva que estiman producida,
habiéndose limitado aquéllos, a juicio del Consorcio, a
hacer referencia a una serie de preceptos legales supues­
tamente infringidos pero sin concretar las lesiones de dere-
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chos fundamentales. Manifiestan también su desacuerdo
con la falta de motivación del Auto impugnado. toda vez
que éste se ha remitido al anterior confirmándole en todos
sus extremos, conteniendo aquél suficiente motivación en
su fundamentación jurídica. Entiende el Consorcio emplea­
dor que el arto 301 L.P.L. permítía al órgano judicial una
ponderación de las circunstancias alegadas por la entidad
condenada a la hora de suspender la ejecución de la sen­
tencia, sin que se derivasen perjuicios para los afectados
puesto que ya habían recibido su índemnización por extin­
ción de contrato. Finalmente, que la petición hecha al
Tribunal Constitucional por los recurrentes de que se acuer­
de la ejecutividad inmediata del Auto impugnado resulta
de imposible cumplimiento. ya que con posterioridad ha
recaído Sentencia' del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. de fecha 11 de octubre de 1994. que ha revocado
la Sentencia cuya ejecución provisional se solicitó.

Por su parte. el Ministerio Fiscal interesa la estimación
del recurso consíderando arbitraria la interpretación del
órgano judicial. ya que las razones esgrimidas por aquél
no tienen cabida en el art. 301 L.P.L. cuando éste reco­
noce el derecho a la ejecución provisional en una serie
de procedimientos «según la naturaleza de la preten­
sión». Expresión ésta que. según señala el Ministerio
Público, hace referencia al carácter declarativo o de otra
naturaleza de lo reconocido en la Sentencia (convenio
colectivo, conflictos colectivos u otras reclamaciones,
como es el caso). pero que no guarda ninguna relación
con las circunstancias consideradas por el órgano
judicial.

7. Por provídencia de fecha 29 de mayo de 1997.
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 2 de junio siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión que los recurrentes someten a este
Tribunal consiste en determinar si la decisión judicial
de no ejecutar provisionalmente la Sentencia que decla­
raba lesivo del derecho a la libertad sindical el criterio
empleado para seleccionar a los trabajadores afectados
por un expediente de regulación de empleo. vulnera el
derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales (art.
24.1 CE). así como el de libertad sindical (art. 28.1
C.E.) por producir su suspensión durante la tramitación
del recurso de suplicación interpuesto por la empresa.
Manifiestan también que se ha lesionado su derecho
de defensa (art. 24.1 C.E.) al haberse emitido inicial­
mente la resolución judicial sin oír a una de las partes.
Finalmente. estiman afectado su derecho a la tutela judi­
cial efectiva (art. 24.1 CE) por falta de motivación del
Auto impugnado que, dictado en reposición. confirmó
íntegramente el recurrido.

La queja principal planteada en amparo se refiere
a la denegación de la ejecución provisional de la Sen­
tencia dictada en el procedimiento de tutela de derechos
fundamentales (arts. 175 y siguientes de la Ley de Pro­
cedimiento Laboral. en adelante L.P.L.) instado por los
recurrentes. por la que el Juzgado de lo Social núm. 1
de Madrid estimó la demanda de aquéllos y declaró lesi­
vo del derecho de libertad sindical el criterio empleado
para la selección de los trabajadores afectados por el
expediente de regulación de empleo pactado entre la
empresa y el Comité. al existir indicios no rebatidos de
que únicamente se habían incluido a trabajadores no
afiliados a sindicato alguno o afiliados a un determinado
sindicato. La Sentencia declaraba con ello la nulidad del
acto y condenaba a reponer a los actores en la situación
anterior a la firma del acuerdo de regulación, a la con­
fección de una nueva lista según motivos racionales y
no basados en la afiliación sindical. así como al pago
de ciertas indemnizaciones (art. 180.1 L.P.L.).

Recurrida en suplicación, cabía frente a dicha Sen­
tencia su ejecución provisional. según el arto 301 L.P.L.
Sin embargo. atendiendo a la petición de la empresa
de que aquélla no tuviera lugar a la vista de los perjuicios
desproporcionados y de imposible o difícil reparación
que alegó ante el órgano judicial. éste suspendió la eje­
cución hasta que recayera la Sentencia de suplicación.
El Juzgado fundó su decisión en que el art. 301 L.P.L.
no establece un derecho total y absoluto. sino que abre
un resquicio al órgano judicial al posibilitar la ejecución
provisional «según la naturaleza de la pretensión reco­
nocida». Y. acogiéndose a él. estimó que. tal como la
empresa había manifestado. debía considerarse la exis­
tencia de circunstancias excepcionales, como el incre­
mento de plantilla que se produciría con la readmisión
de los actores. la confección de una nueva lista de tra­
bajadores afectados por el expediente. las dificultades
del Consorcio para hacer frente al pago de salarios debi­
do a la reducción del presupuesto anual señalado por
la Administración. así como que los trabajadores habían
cobrado las indemnizaciones del expediente de regu­
lación -que deberían devolver- • y que se encontraban
ya recibiendo la prestación por desempleo. Consideró
también el órgano judicial otras razones de índole pro­
cesal. como la urgencia con la que según la ley debía
resolverse el recurso de suplicación. teniendo también
en cuenta que. constituyendo una de las excepciones
formuladas en el juicio oral la de inadecuación de pro­
cedimiento, era importante que se resolviese previamen­
te tal cuestión por el Tribunal Superior de Justicia. Deci­
dió así suspender la ejecución .de la Sentencia hasta
la resolución de la suplicación. lo que de hecho equivale
a denegar la ejecución provisional.

Los recurrentes en amparo alegan que la decisión
del órgano judicial ha desconocido la obligación impues­
ta por el arto 301 L.P.L.. teniendo en cuenta que la eje­
cutividad inmediata de las Sentencias dictadas en los
procedimientos de tutela de derechos fundamentales
constituye una de las garantías específicas de la pro­
tección jurisdiccional de aquéllos. en desarrollo de los
principios de preferencia y sumariedad impuestos por
el art. 53.2 C.E. Razonan que la ejecución inmediata
tiene su razón de ser en la protección de aquellos dere­
chos, cuya vigencia y ejercicio no pueden ser cuestio­
nados por los recursos que se interpongan. siendo incon­
gruente que el órgano judicial aprecie un atentado a
tal derecho para permitir de hecho y a continuación que
el recurso logre el propósito proscrito al suspenderlo.
Es por ello por lo que también estiman lesionado el dere­
cho de libertad sindical. ya que la denegación de la eje­
cutividad inmediata de la Sentencia que reconoce la
lesión constitucional supone suspender hasta que recai­
ga Sentencia en suplicación el pleno ejercicio del dere­
cho a no sufrir represalias en el empleo por pertenecer
o no a un sindicato.

2. Con carácter general. este Tribunal ha manifes­
tado que el derecho a la ejecución provisional de las
Sentencias no es un derecho fundamental comprendido
en el arto 24.1 C.E., sino que viene establecido. en su
caso. por el legislador y se encuentra sometido a ciertos
requisitos sobre su procedencia o improcedencia que
deben ser valorados por los órganos judiciales (SSTC
80/1990.87/1996. ATC 103/1993).

Sin embargo, por lo que se refiere específicamente
al procedimiento laboral. la denominada ejecución pro­
visional presenta una serie de particularidades cuya fina­
lidad consiste tanto en evitar recursos meramentE! dila­
torios de la parte condenada como dotar de eficacia
inmediata a la resolución que estima la pretensión del
trabajador. considerando la situación en la que ha podido
quedar. Actúa por tanto como mecanismo compensador
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de la desigual posición material existente entre las partes.
en el contexto de un proceso como el laboral. dirigido
precisamente a garantizar la igualdad efectiva y no mera­
mente formal de aquéllas (SSTC 3/1983. 14/1983.
114/1983.20/1984 Y 125/1995) Y en el que prima
esencialmente la resolución de instancia y la apariencia
de certidumbre creada por ella. Este Tribunal ha enten­
dido que las cargas que la ejecución provisional suponen
para la parte condenada no son desproporcionadas ni
lesivas de su derecho a la tutela judicial. precisamente
por la finalidad que cumplen en relación a los derechos
reconocidos al trabajador en la Sentencia de instancia
(SSTC 80/1990. 61/1992 Y AATC 767/1986 y
103/1993).

En este orden de cosas. la Ley de Procedimiento Labo­
ral (arts. 287 y ss.) regula una serie de supuestos con
acusadas especialidades respecto de la ejecución pro­
visional común. cada uno de ellos con sus condiciones.
alcance y margen conferido al órgano judicial en la con­
figuración del título ejecutivo. fijando una serie de obli­
gaciones cuyo incumplimiento ha sido estimado en cier­
tos supuestos por este Tribunal como lesivo del derecho
a la ejecución de las Sentencias (así. SSTC 234/1992
Y 104/1994). Tales obligaciones son autónomas res­
pecto de lo que después se resuelva en la Sentencia
definitiva. de forma que las eventuales vulneraciones del
arto 24.1 C.E. que puedan producirse en esta fase. no
quedan vinculadas al desarrollo posterior del procedi­
miento (SSTC 234/1992.104/1994.87/1996). lo que
en este caso sirve para rechazar la alegación de la empre­
sa de que la Sentencia de instancia fue posteriormente
revocada en suplicación.

Pues bien. de entre todos los supuestos previstos en
la L.P.L.. el que recoge el arto 301 presenta características
propias. ya que reconoce en realidad la ejecutividad
inmediata de la Sentencia aun cuando ésta no sea firme.
al establecer que «Las Sentencias que recaigan en los
procesos de conflicto colectivo. en los de impugnación
de los convenios colectivos y en los de tutela de los
derechos de libertad sindical y demás derechos funda­
mentales. serán ejecutivas desde que se dicten. según
la naturaleza de la pretensión reconocida. no obstante
el recurso que contra ellas pudiera interponerse». Tal
es el precepto que ha determinado la presente demanda
de amparo. por lo que ha de considerarse si el hecho
de que la resolución impugnada haya recaído en un pro­
cedimiento de tutela de derechos fundamentales en el
que se reconoció la existencia de una lesión de la libertad
sindical tiene. en este caso. una significación específica
y relevante en el momento de valorar. desde la pers­
pectiva constitucional. la decisión judicial que ha dene­
gado su ejecutividad provisional.

3. La ejecutividad inmediata de la Sentencia dictada
en los procedimientos de tutela de derechos fundamen­
tales. aun cuando se interponga recurso contra aquélla.
forma parte de las especialidades que conforman esta
modalidad procesal. De modo que a las razones ya
expuestas sobre el fundamento de la denominada eje­
cución provisional en el proceso laboral se añade en
este caso. significativamente. la garantía de reparación
inmediata que aquélla supone cuando el órgano judicial
ha declarado la existencia de la lesión de· un derecho
fundamental. Una finalidad a la que ningún reproche
constitucional cabe hacer habida cuenta del papel que
cumplen. con carácter general. las normas que integran
la protección jurisdiccional de los derechos fundamen­
tales. precisamente en atención a lo que éstos repre­
sentan en el diseño constitucional..

De esta forma. el control de la resolución judicial que
deniega esta especial ejecución provisional requiere un
mayor rigor. al estar en juego derechos fundamentales

de orden material (STC 112/1996. fundamento Jun­
dico 2.0

). Establecidas por el legislador las especialidades
procesales que articulan la protección jurisdiccional de
aquéllos. son los órganos judiciales ordinarios los que
asumen en primer término la tarea de aplicarlas para
la plena efectividad y reparación real de tales derechos.
Estamos así ante decisiones judiciales especialmente
cualificadas. con carácter general. en función del derecho
material sobre el que recaen. sin que a este Tribunal.
garante último de los derechos fundamentales a través
del recurso de amparo. pueda resultarle indiferente aque­
lla cualificación cuando se impugnan ante él este tipo
de resoluciones. Así. no toda decisión judicial que denie­
ga la ejecución provisional de una Sentencia que ha
estimado la lesión de un derecho fundamental resulta
necesariamente aceptable. ya que en ella no sólo se
encuentra en juego el derecho a dicha ejecución. sino
que puede producir un efecto derivado o reflejo sobre
la reparación del derecho fundamental cuya vulneración
ya ha sido declarada por el mismo órgano judicial. Por
ello. con independencia de lo que más tarde se dirá.
resulta exigible del órgano judicial que tenga en cuenta
el mencionado efecto cuando. a su juicio. concurren cir­
cunstancias extraordinarias que limitan o imposibilitan
la reparación inmediata del derecho fundamental que
la ejecución provisional entraña.

Puede por tanto afirmarse que. en el presente caso.
el Juzgado venía obligado en su decisión a considerar
que no estaba ante una ejecución provisional ordinaria
sino ante la de una Sentencia en la que él mismo había
declarado la existencia de una conducta lesiva de la liber­
tad sindical; que la nulidad de tal conducta conllevaba.
como la norma legal impone y él había dispuesto. la
reposición de los trabajadores al momento anterior a
la selección efectuada de forma antisindical Y. en con­
secuencia. a la plena efectividad del derecho de aquéllos
a no sufrir perjuicios en el empleo por razones de afi­
liación sindical o de no afiliación; y. finalmente. que dicha
plena efectividad tenía carácter prioritario. al reconocer­
se legalmente el derecho a la ejecutividad inmediata
de las Sentencias dictadas en procedimiento de tutela
de derechos fundamentales.

4. Dicho lo anterior. debe también tenerse presente
que el derecho que reconoce el arto 301 L.P.L. no es
un derecho absoluto. Y ello con independencia de que.
como bien afirma el Ministerio Fiscal. la interpretación
que el órgano judicial ha realizado del inciso de aquel
precepto que condiciona la ejecutividad a la «naturaleza
de la pretensión reconocida». no sea. en su opinión. la
más ajustada al sentido del derecho reconocido.

Debe tenerse en cuenta que ni siquiera el derecho
a la ejecución de las resoluciones firmes -directamente
derivado del arto 24.1 C.E.- se presenta como un derecho
absoluto -como. por otra parte. no lo es ningún derecho
fundamental (SSTC 11/1981. 2/1982. 91/1983.
120/1990 ó 181/1990)-. ya que. como ha manifestado
este Tribunal. no lesionan aquel derecho las decisiones
judiciales de inejecutar una Sentencia que se han fun­
dado en una causa legal y no resulten irrazonables. inmo­
tivadas. fundadas en causas inexistentes o entendidas
restrictivamente (SSTC 33/1987. 92/1988. 107/1992.
39/1994.292/1994). Yde las que no derive indefensión
o desconocimiento de alguna garantía sustancial para
la obtención de la tutela judicial (SSTC 151/1993.
245/1993).

Tampoco. pues. del arto 301 L.P.L. cabe deducir que
esté constitucionalmente proscrita toda consideración.
por parte del órgano judicial. de circunstancias excep­
cionales que limiten el derecho contenido en él o hagan
imposible su ejercicio. preservando tanto los derechos
procesales de la otra parte. si es el caso. como las fun-
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ciones de los Tribunales ordinarios en la fijación del alcan­
ce de sus propios fallos (SSTC 242/1992. 79/1993.
92/1993 Y 152/1993).

En este caso. el órgano judicial consideró que existían
circunstancias excepcionales a tener en cuenta frente
al indiscutido derecho de los actores. Por lo que aquí
interesa. atendió a las repercusiones que se derivaban
de la reposición de aquéllos en la situación previa a
la selección antisindical. especialmente al temporal incre­
mento de plantilla -tras la reducción operada por un
expediente de regulación de empleo que había sido auto­
rizado, según se desprende de la documentación apor­
tada-. que podía afectar a los derechos económicos
del resto de los trabajadores puesto que los presupuestos
anuales (que. al parecer. sostenían el Consorcio emplea­
dor) se habían reducido en función de la reducción mis­
ma de plantilla operada con la regulación de empleo.
Atendió también el juzgador a la circunstancia de la con­
fección de la nueva lista de trabajadores afectados por
aquél. de la que razonablemente cabe pensar que se
habría de derivar la selección de otros trabajadores que
hasta el momento habían permanecido en la empresa.
selección en sí misma provisional en espera de lo que
se decidiera en el recurso de suplicación pero que, sin
embargo, produciría efectos propios de difícil rever­
sibilidad.

Todos los anteriores son argumentos cuyo peso en
la decisión judicial de denegar en este caso la ejecución
provisional de la Sentencia no permite, desde la pers­
pectiva constitucional. afirmar la irrazonabilidad de aqué­
lla. El efecto derivado para los recurrentes de dejar en
suspenso la reparación inmediata de la lesión sindical
declarada por el órgano judicial. no constituye una vul­
neración constitucional de su derecho a la ejecución
por cuanto se ha fundado en una causa legal y en la
existencia en este supuesto de circunstancias de carácter
excepcional que podían repercutir desproporcionada­
mente en los derechos e intereses de terceros. produ­
ciendo efectos más allá del estricto ámbito temporal de
la ejecución provisional. Por lo tanto, la respuesta del
órgano judicial. aun enjuiciada desde el mayor rigor que
impone el hecho de estar en juego la reparación
de un derecho fundamental. no alcanza a lesionar
el arto 24.1 C.E.

5. Alegan los recurrentes en amparo que la decisión
del Juzgado de lo Social vulnera también su derecho
de libertad sindical (art. 28.1 C.E.). precisamente porque.
al denegar la ejecución provisional. el órgano judicial
suspende hasta que recaiga Sentencia en suplicación
la efectividad del derecho a no sufrir represalias en el
empleo por el hecho de pertenecer o no a un sindicato.
Un efecto que. a su entender. resulta incongruente una
vez que el mismo órgano judicial ya había declarado
la lesión de citado derecho fundamental y no podía. por
tanto. amparar la supresión temporal de aquél.

Ya hemos dicho anteriormente que en estos supues­
tos nos encontramos ante resoluciones judiciales espe­
cialmente cualificadas por el derecho material sobre el
que recaen -con independencia de que la declaración
firme de la lesión no se haya producido todavía-o de
donde resulta exigible un mayor rigor en su control ya
que. según los casos. pueden producir efectos derivados
o reflejos sobre el propio derecho fundamental en litigio.
Mas. por otra parte. la denegación de la ejecución pro­
visional no comporta, necesariamente y en todo caso.
una lesión del derecho material invocado (aquí. de la
libertad sindical). Sin embargo. correspondiendo legal­
mente al órgano judicial procurar en este caso la repa­
ración inmediata de la lesión declarada por él mismo.
el desconocimiento de la obligación legal de forma arbi­
traria. infundada o al margen de la prioridad de tal repa-

ración en los términos ya expuestos. podría. según los
casos. determinar una irrazonable prolongación en el
tiempo de la lesión. Consecuencia ésta que podría resul­
tar vulneradora del derecho fundamental de libertad sin­
dical. del que sí forma parte la prohibición de las repre­
salias y discriminaciones en el empleo por razones de
afiliación.

No obstante. en el presente supuesto hemos con­
cluido que las circunstancias extraordinarias conside­
radas por el órgano judicial, permiten no cuestionar
constitucionalmente su decisión. de forma que de una
respuesta judicial correcta en términos constituciona­
les según los criterios precisados para estos casos,
no puede. en consecuencia, derivarse tampoco nin­
guna lesión refleja del derecho material en juego. por
lo que debe rechazarse que la Sentencia impugnada
lesione el arto 28.1 C.E.

6. Los recurrentes en amparo estiman. asimismo.
vulnerado su derecho a no sufrir indefensión (art. 24.1
C.E.). como consecuencia de haberse dictado la reso­
lución judicial (Auto de 22 de noviembre de 1993) sin
oír a una de las partes. con evidente detrimento de sus
intereses. La genérica alegación de los recurrentes cabe
referirla. a la vista del resto de la documentación apor­
tada. al hecho de que el Juzgado no les dio traslado
del escrito de la empresa en el que ésta solicitaba la
suspensión de la ejecución provisional y exponía los moti­
vos de dicha solicitud.

Este Tribunal tiene reiteradamente manifestado que
el derecho a no sufrir indefensión garantiza el principio
de contradicción en el procéso. preservando el derecho
de las partes de alegar y probar en él cuanto consideren
conveniente para la defensa de sus intereses y derechos
(por todas. SSTC 48/1984. 48/1986.98/1987). Según
esta misma doctrina. la indefensión constitucionalmente
relevante requiere que del acto judicial se derive un per­
juicio real del derecho. En este supuesto los recurrentes
fueron oídos en reposición Y. de otro lado. la genérica
alegación que realizan de que la resolución judicial fue
dictada sin oír a una de las partes. no permite concretar
aquel perjuicio ni deducir sin más su relevancia cons­
titucional. sin que se haya acreditado en qué consiste
el detrimento de su defensa que estiman producido. ni
qué perjuicios se han ocasionado a su derecho cons­
titucional que no hubieran tenido lugar de haber actuado
el órgano judicial de otra manera. A la vista de todo
ello. no puede. en términos constitucionales, conside­
rarse lesiva del derecho a no sufrir indefensión la actua­
ción del Juzgado de lo Social.

7. Finalmente, los recurrentes invocan el arto 24.1
C.E. por considerar que la resolución judicial que impug­
nan en amparo es inmotivada ya que. aun cuando se
remita al Auto previo cuya reposición resuelve, su suma­
ria fundamentación constituye una desconsideración
absoluta para la argumentación vertida en el recurso.
que no ha sido refutada. analizada. discutida ni motivada
en su improcedencia.

La exigencia de motivación de las resoluciones judi­
ciales garantiza. desde la exclusiva perspectiva consti­
tucional. que aquéllas se han fundado en Derecho y no
constituyen un acto de mera voluntad del juzgador. exclu­
yendo así el' arbitrismo judicial y posibilitando el corres­
pondiente control de tales resoluciones (por todas. SSTC
24/1990, 154/1995). Resulta también doctrina reite­
radamente mantenida por este Tribunal que lo anterior
no impone a órgano judicial una determinada extensión
o intensidad en la exposición de su razonamiento (SSTC
14/1981.28/1994). ni la contestación pormenorizada
a todas las alegaciones de las partes siempre que se
resuelvan las cuestiones planteadas (así. 95/90). siendo
también admisible la motivación por remisión. que no
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por ello deja de serlo ni de satisfacer las finalidades
antes recordadas (por todas, SSTC 174/1987,
146/1990,175/1992, AATC 688/1986, 956/1988).

En el presente supuesto, el Auto recurrido en amparo
fue dictado en reposición, procediendo a confirmar al
anterior en todos sus extremos tras examinar el con­
tenido de los escritos presentados por cada una de las
dos partes. De manera que no cabe duda alguna de
que el órgano judicial tomó en cuenta los argumentos
de los recurrentes, si bien no consideró que sirvieran
para alterar la decisión adoptada en la resolución ante­
rior. que fue confirmada íntegramente y cuya suficiente
motivación no ha sido cuestionada en el recurso de
amparo. Se está, pues, a presencia de una motivación
por remisión a la que, según el criterio antes recordado,
nada cabe objetar por parte de este Tribunal.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletln Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a dos de junio de mil novecientos
noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

14840 Sala Segunda. Sentencia 106/1997, de 2 de
junio de 1997. Recurso de amparo
1.824/1994. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Navarra dictada en autos de
audiencia al rebelde. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: denega­
ción de audiencia al rebelde no lesiva del
derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.824/1994, promo­
vido por «Comercial Loysa, Sociedad Limitada.., repre­
sentada por el Procurador de los Tribunales don Rafael
Ortiz de Solórzano, más adelante sustituido por su com­
pañero don Julián Sanz Aragón, y bajo la dirección del
Letrado don Francisco Javier López Leoz, frente a la Sen­
tencia de la Sección Primera de la Audiencia Provincial
de Navarra de 26 de abril de 1994, dictada en el rollo
280/93 de audiencia al rebelde. Ha sido parte en el
presente proceso don Miguel Angel Unzu Lapeyra, repre­
sentado por el Procurador de los Tribunales don José
Manuel Dorremochea Aramburu, y bajo la dirección del
Letrado don Jesús Ezponda. Ha intervenido el Ministerio

Fiscal. y ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego
González Campos, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por medio de escrito que tuvo entrada en el Regis­
tro de este Tribunal el 26 de mayo de 1994, procedente
del Juzgado de Guardia de Madrid. el Procurador de
los Tribunales don Rafael Ortiz de Solórzano, en nombre
y representación de la mercantil «Comercial Loysa. Socie­
dad Limitada.., interpuso recurso de amparo frente a la
Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia Pro­
vincial de Navarra de 26 de abril de 1994. dictada en
el rollo 280/93 de audiencia al rebelde.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
de amparo, brevemente expuestos, son los siguientes:

A) Don Miguel Angel Unzu Lapeyra, en su condición
de propietario y arrendador de un local de negocio, con­
dición que adquirió en calidad de sucesor de doña Ale­
jandra Doménech Tejedor, formuló demanda de desa­
hucio por falta de pago de la merced arrer;¡daticia frente
a la actual recurrente de amparo, demanda que. tra­
mitada como juicio núm. 279/93, correspondió conocer
al Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Pamplona,
señalándose en ella como domicilio de la demandada,
a efectos de notificaciones. el local objeto del contrato
de arrendamiento.

B) La citación a juicio de la demandada fue trami­
tada mediante exhorto al Juzgado de Paz de Burlada
(Navarra); en su cumplimiento, consta en las actuaciones
diligencia de dicho Juzgado de Paz en la que literalmente
se afirma: «Para hacer constar que no se puede llevar
a efecto la diligencia interesada por haber desaparecido
de aquí hace tiempo, doy fe. Burlada, a 20 de abril de
1993... En atención a este dato, el Juzgado de Primera
Instancia, por providencia de 5 de mayo de 1993, tuvo
a la demandada en ignorado paradero, y acordó notificar
en estrados la citación a juicio; incomparecida la ahora
recurrente en amparo, incluso tras una segunda citación
en estrados -a instancia del demandante-, se dictó Sen­
tencia, de 17 de junio de 1993, declarando la resolución
del contrato y haber lugar al desahucio del local. Dicha
Sentencia fue publicada mediante edicto en el «Boletín
Oficial de Navarra.. el 19 de julio de 1993. Firme la
Sentencia, el lanzamiento tuvo lugar el 28 de septiembre
de 1993.

C) Entretanto, y con fecha 3 de septiembre de 1993,
la demandante tle amparo interpuso una autodenomi­
nada demanda de juicio declarativo de menor cuantía
por la que se solicitaba la declaración de nulidad de
la Sentencia de 17 de junio, con base en la supuesta
indefensión padecida al no haber sido regularmente cita­
da para comparecer en el juicio de desahucio. Pese a
que. por providencia de 28 de septiembre, el Juzgado
considerara inadmisible tal demanda de nulidad --con­
forme a lo preceptuado en el arto 240.1 L.O.P.J.-, fue
trasladada al demandante para que por tres días for­
mulara sus alegaciones sobre la pretendida nulidad. tras
lo cual. por A'uto de 18 de octubre de 1993, fue deses­
timada tal solicitud por ser ya firme la Sentencia cuya
m.ilidad se interesaba.

D) Pocos días antes de que se desestimara tal soli­
citud de nulidad, el 4 de octubre de 1993, la recurrente
solicitó se le diera audiencia como rebelde. Sustanciado
el incidente, la Sentencia de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Navarra de 26 de abril de 1994,
objeto del presente recurso, declaró no haber lugar a
la audiencia pretendida. por no acreditarse la circuns­
tancia 3." de los arts. 777 y 785 de la Ley de Enjui­
ciamiento Civil (L.E.C.), entendiendo además que la
denunciada supercherfa con que la demandante de desa-


